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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 11 de junio de 2008, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Negri, Pettigiani, Genoud, Hitters, de Lázzari, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 98.854, "Rubio, Domingo y otro contra Marcos, Hilda Carmen. Cobro hipotecario".

A N T E C E D E N T E S


La Sala II de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Isidro declaró la inconstitucionalidad del art. 16 incs. c, d y e de la ley 25.798, modificada por la ley 25.908, de la ley 26.084 y de las leyes provinciales 13.302 y 13.390 en cuanto impiden a la parte actora continuar con la ejecución de su crédito, confirmando en este aspecto la sentencia de primera instancia. Asimismo declaró abstracta la impugnación de inconstitucionalidad de las restantes normas de la ley 25.798, modificada por la ley 25.908, y en tales términos modificó la sentencia apelada.


Se interpuso, por la parte demandada, recurso extraordinario.


Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de dictar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N


¿Ha sido bien concedido el recurso?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:


1. En oportunidad de expedirme en Ac. 80.756, (sent. del 30‑III‑2005) tuve que resolver una cuestión similar a la aquí planteada.


En esa oportunidad expuse que más allá de las referencias explícitas al recurso extraordinario federal, el escrito de impugnación a la sentencia de alzada satisfacía los requisitos de admisibilidad que el Código Procesal Civil y Comercial regula para el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, al margen de lo que deba resolverse en orden a su procedencia (arts. 278 y 279 del Cód. cit.).


Y agregué que los recaudos procesales tienen por fin cuidar ciertas exigencias de orden externo, pero no para que los derechos se vean vulnerados sino para que su realización resulte en todos los casos favorecida. De otro modo ese orden deviene en ritualismo, es decir, en una forma vacía de contenido ético y no debe olvidarse que el derecho no es una forma: es un contenido (conf. Ac. 60.772, sent. del 2‑VI‑1998; Ac. 75.329, sent. del 18‑IV‑2001).


2. Partiendo de esas consideraciones, teniendo en cuenta que en la especie el recurrente dice interponer recurso extraordinario conforme lo prescripto por el art. 279, siguientes y concordantes del Código Procesal Civil y Comercial (punto I, fs. 327), y solicita que las actuaciones se eleven a este Tribunal, constituyendo domicilio en esta ciudad y cumpliendo con la exigencia dispuesta por el art. 280 del Código citado (punto II, fs. 327 y 341/342), entiendo que el recurso ha sido bien concedido.


Con ese alcance voto por la afirmativa.


El señor Juez doctor Pettigiani, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Negri, votó también por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:


Cuando el doctor Roncoroni integraba esta Corte proyectó su voto para ser propuesto en este acuerdo, al que ya había anticipado mi adhesión; con su expresa conformidad, lo reproduzco:


1. A mi juicio, el escrito impugnatorio no logra satisfacer las exigencias técnicas (cargas) que debe cumplir el recurso extraordinario previsto por el art. 161 inc. 3 ap. "a" de la Constitución provincial, reglamentado por el art. 278 y siguientes del Código de forma.


2. En el encabezamiento del escrito la parte demandada dice interponer "recurso extraordinario" sin ninguna otra aclaración (fs. 327).


Ya en el desarrollo, luego de decir lo destacado por mi distinguido colega, señor Juez doctor Negri, en lo atinente al art. 279 del Código procesal, el recurrente expresa: "vengo a interponer recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48" (sic, punto I) respecto de la sentencia dictada en autos por la Sala II de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Isidro (fs. 327, punto I).


Pese a ello, en el párrafo siguiente solicita que "oportunamente se conceda el recurso extraordinario interpuesto y se eleven las actuaciones a la Suprema Corte de la Provincia" (fs. 327).


En el punto II dice adjuntar constancia del depósito exigido por el art. 280 del Código procesal. La constancia no fue agregada, por lo que en la providencia de fs. 333 (punto 2), el a quo lo intimó a cumplir con el depósito, circunstancia que fue salvada recién a fs. 341/342.


Más adelante, en el punto IV del mismo escrito titulado "Procedencia del recurso extraordinario. A.‑ Requisitos comunes", afirma estar "reunidos los requisitos comunes exigidos para la procedencia del remedio federal intentado" (sic).


Y en el título siguiente dice: "B.‑ Requisitos propios. 1.‑ Cuestión Federal", sostiene que "en las presentes actuaciones existe cuestión federal suficiente, en los términos del art. 14 de la ley 48, toda vez que la decisión ha violado en forma manifiesta las garantías del debido proceso..." (fs. 328). En el resto del punto sigue argumentando sobre la existencia de cuestión federal.


En el punto "c" denuncia haber introducido la cuestión federal oportunamente.


Y, finalmente, en el título "V" denominado "arbitrariedad", alega la existencia de cuestión federal fundada en la arbitrariedad de la sentencia con las implicaciones del art. 14 de la ley 48 (fs. 329/vta.).


3. No obstante el confuso y contradictorio escrito, la Cámara concede el recurso extraordinario como de "inaplicabilidad de ley" (fs. 333).


4. El análisis un tanto extenso del recurso realizado pone de manifiesto los errores incurridos por el quejoso.


En el precedente de esta Corte, que nos recuerda en su voto el señor Juez doctor Negri (Ac. 80.756, sent. del 30‑III‑2005), disentí sobre la admisibilidad del recurso, exponiendo que se habían confundido dos vías de impugnación.


En efecto, en el sub lite también es claro que el medio recursivo no se propició desde la plataforma de las infracciones previstas para el recurso de inaplicabilidad de ley, sino más bien a partir de la cuestión federal suficiente prevista por el art. 14 de la ley 48.


Por consiguiente, si el escrito no contiene en términos claros, precisos y concretos la mención de la ley o de la doctrina que se reputa violada o aplicada erróneamente en la sentencia, indicando en qué consiste la violación o el error mediante una crítica razonada, la presentación deviene insuficiente (conf. Ac. 65.396, sent. del 5‑IV‑2000; Ac. 81.243, sent. del 28‑VIII‑2002; Ac. 90.541, sent. del 24‑V‑2006).


Es que el intérprete no puede prescindir, al examinar el recurso, de la importancia institucional que él tiene, la necesidad de adecuar la técnica a los fines que se persiguen con su proposición y a la importancia que reviste dentro del sistema global del servicio, pues con su procedibilidad estará también resguardado ‑como principio‑ un resultado más valioso (justo y eficaz) de la jurisdicción en sí (dimensión colectiva o expansión externa y docente del obrar jurisdiccional; Morello, Augusto Mario, La Casación, Un modelo intermedio eficiente, 2ª ed., 2000, LEP, p. 195).


En razón de ello, debe tenerse por no reunidos los requisitos del art. 279 del Código Procesal Civil y Comercial y declararse mal concedido el recurso interpuesto (arts. 279 incs. 1 y 2 y 281 inc. 3, Cód. cit.).


El depósito previo deberá reintegrarse al recurrente por la forma de resolver (art. 293, C.P.C.C.).


Voto por la negativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


Adhiero al voto de mi distinguido colega, el doctor Genoud.


En el precedente citado (Ac. 80.756, sent. del 30‑III‑2005), que considero aplicable también a este caso, advertí que la impugnación efectuada no reunía los recaudos de admisibilidad exigidos por la ley adjetiva, habiéndose declarado mal concedido el recurso (arts. 279 incs. 1 y 2, y 281 inc. 3, C.P.C.C.).


Agregué a la postura que allí desarrollara el doctor Roncoroni, los siguientes argumentos: que los errores cometidos por el juzgador durante el proceso, ya sean de actividad o de juzgamiento, se purgan si no son atacados en tiempo idóneo. Ello demuestra la esencia dispositiva de los recursos, ya que en el campo civil tanto la interposición de estos medios como su fundamentación, está a cargo exclusivamente de las partes, salvo muy raras excepciones; quedándole prohibido al órgano jurisdiccional actuar de oficio en lo que a dichos menesteres respecta, pues de hacerlo entra en el campo de la incongruencia (art. 34 inc. 4 y doct. art. 163 del C.P.C.C.).


En tal orden de ideas no resultará baladí poner de relieve que la publicización del proceso civilístico moderno, que le ha conferido al juez la función de director, con amplios poderes‑deberes (arts. 34 a 36 del C.P.C.C., entre otros), no ha alcanzado singular altura en el área recursiva, donde ‑como dije‑ todavía cabalga lozanamente el modelo dispositivo (Couture; "Fundamentos de Derecho Procesal Civil", Depalma, Bs. As., p. 348; Barbosa Moreira, "Comentàrios ao Código Do Processo Civil", t. V, Editora Forense, p. 281) el que se agudiza notablemente en el campo de los recursos extraordinarios, pues allí la carga de fundamentación llega a ser, en algunos casos, desesperadamente formalista.


Una de las características de los recursos es el principio de formalidad, que significa que los mismos deben ejercitarse de conformidad con el procedimiento prescripto por los Códigos rituales.


Tanto es así que como cada uno de ellos tiene su propia fisonomía, no es posible utilizarlos por analogía ni resulta factible aplicarlos a supuestos no previstos (Podetti, "Tratado de los recursos", Ediar, 1958, p. 41).


Como otra emanación de la anunciada formalidad podemos citar el principio de unicidad de los recursos, que significa ‑como vimos‑ que cada providencia, generalmente, tolera un solo carril de impugnación y no varios. Tal regla surgía expresamente ‑con algunas excepciones‑ del Código de Proceso Civil brasileño del año 1939 y se infiere tácitamente del ahora vigente (conf. Barbosa Moreira, "Comentarios...", ob. cit., v. V, pág. 281).


Reitero entonces que esta premisa se observa con mayor nitidez en los carriles extraordinarios, sobre todo en la Provincia de Buenos Aires, donde esta Corte ha señalado reiteradamente que los recursos extraordinarios de inaplicabilidad de ley y de nulidad no son fungibles y, por tanto, contra un mismo fallo no se pueden interponer promiscuamente las nombradas vías (Ac. 45.213, sent. del 27‑XII‑1991; L. 57.997, sent. del 22‑XII‑1998, etc.), criterio que con mayor razón se extiende a la impugnación que regula el art. 14 de la ley 48.


En el marco de tal hermenéutica, este Tribunal señaló que es improcedente la interposición promiscua de las vías extraordinarias, porque de lo contrario no se cumple en modo adecuado con la exigencia legal de que han de ser deducidos en términos claros y concretos con cita de las normas pertinentes (causas Ac. 42.495, sent. del 31‑X‑1989; Ac. 47.019, sent. del 19‑II‑1991; Ac. 58.606, sent. del 8‑X‑1996; L. 59.540, sent. del 28‑X‑1997; L. 61.532, sent. del 8‑VII‑1997; P. 54.128, sent. del 25-IV-2001, etc.).


Si bien es cierto que la casación debe mantener un criterio amplio, para evitar la frustración de estos remedios, ello así, considerando que la justicia moderna tiende cada vez a concretar el principio de la deformalizazione, es decir que va hacia el informalismo, y en el futuro deberíamos llegar al modelo del recurso indiferente, tal pauta carece de vigencia ‑por ahora‑ mientras las leyes de enjuiciamiento no sean modificadas.


Destaco que en el derecho germano es posible, en ciertos casos, la acumulación eventual de recursos (párrafos 571, 577 IV y 578 II, de la Z.P.O.), y por ende el tribunal debe considerar en primer término aquellos remedios que conduzcan con mayor celeridad a la decisión final; es lo que se llama la primacía del medio de ataque más rápido (Goldschmidt, "Derecho procesal civil", p. 295).


Pero, es dable señalar que esta teoría sólo podría ser válida para los casos en que la resolución a impugnar sea confusa, esto es poco clara, y no para enmendar los déficit recursivos de las partes, sobre todo teniendo en cuenta que se trata de una vía extraordinaria articulada en el ámbito de un proceso dispositivo, donde ‑como dije‑ se "afinan" las formas.


Repito, no debe pensarse que esta decisión roza los limbos del exceso ritual, cuando, como en el caso de autos, se confundieron dos andariveles recursivos totalmente diferentes (con fundamentos constitucionales diversos) y que deben ser fallados por órganos jurisdiccionales de un enclave normativo dispar, y con diferentes competencias.


Al igual que en el antecedente que venimos reseñando, el escrito donde se formula el medio impugnativo no alude como infringidas ni a la ley ni a la doctrina legal, y este déficit ‑grosero error‑ se erige en una causal de inadmisibilidad más que de improcedencia, ya que no se ha propuesto como corresponde (Barbosa Moreira, ob. cit., ps. 296/298; ídem, Ramos Méndez, "Derecho Procesal Civil", Bosch, Barcelona, p. 669), considerando que los requisitos de admisibilidad apuntan a los recaudos formales para que luego el juzgador aprecie el mérito (o fundabilidad) del acto impugnatorio. Sólo se puede llegar a la referida inspección, si se pasaba la compuerta de la admisibilidad.


Este trámite, como es sabido, es de naturaleza declarativa, pues el análisis de la existencia o inexistencia de las condiciones de admisibilidad es anterior al procedimiento que los controla; por ello tal providencia no hace más que reconocer o negar su existencia.


En síntesis los graves defectos técnicos del camino intentado por el impugnante imposibilitan conocer la fundabilidad de la queja.


Por ello, voto por la negativa.


Los señores jueces doctores de Lázzari y Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votaron también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, por mayoría, se declara mal concedido el recurso extraordinario interpuesto (art. 278, C.P.C.C.).


El depósito previo deberá reintegrarse al recurrente (art. 293, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase.
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